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    Presentación


    En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho». 


    El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos. 


    La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica. 


    «Lo Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.


    Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia. El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.


  




  

    Introducción


    La Constitución Política del Perú, como las de otros Estados y los tratados internacionales, adopta el principio de división de poderes y la fórmula política del Estado democrático para organizar y regir la vida en comunidad a través de la participación directa e indirecta de los ciudadanos en los asuntos públicos, al reconocer, entre sus derechos y libertades fundamentales, al sufragio, que abarca un haz de facultades o atributos inherentes a cada ciudadano para elegir y ser elegidos como autoridades y representantes que van a actuar en nombre de toda la nación, así como para decidir de forma directa, en consultas populares, las cuestiones que se planteen en interés de todos.


    Sin embargo, la vigencia real de los ordenamientos constitucionales, del Estado democrático y el cumplimiento de la voluntad popular expresada a través del sufragio, fueron contradichas muchas veces por los golpes de Estado de las dictaduras militares y civiles que, precisamente, al margen de los procesos electorales o al manipular sus resultados, usurparon el poder político en beneficio exclusivo de los gobernantes de facto. Los textos constitucionales reconocieron únicamente al sufragio y a las elecciones como medios para formar la voluntad democrática del Estado en interés de la nación; pero las dictaduras militares y civiles se valieron de la fuerza para actuar fuera de los procedimientos constitucionales y deformar la voluntad estatal en beneficio de grupos particulares.


    Por ello, el derecho al sufragio ejercido en procesos electorales, denominados simplemente elecciones, debe constituirse y ser el centro estelar exclusivo del Estado democrático para que se haga efectiva la participación ciudadana y se cumpla el interés de la nación. De esta manera, la vigencia efectiva de la Constitución y el Estado democrático empieza a construirse y hacerse a través del sufragio y las elecciones. Por el impacto de los procesos electorales —no solo en el ámbito público, sino también en el privado—, se trata de eventos espectaculares para los Estados, porque las decisiones políticas que se tomen tienen repercusiones en la vida personal, económica, laboral y social de todos los ciudadanos, así como, a nivel internacional, en las obligaciones y relaciones que adquiere cada Estado frente a los demás.


    Para la Constitución, no hay Estado democrático sin derecho de sufragio y sin elecciones, y sin Estado democrático no hay Constitución. En la historia política ocurrida en los siglos pasados, durante los regímenes antidemocráticos, las dictaduras militares y civiles interrumpieron la vigencia de la Constitución, además de violar los derechos y libertades fundamentales de todos los ciudadanos, al excluir del ejercicio legítimo del poder a los gobernantes y representantes elegidos por el pueblo y privar de cualquier valor a la voluntad popular expresada en las elecciones.


    Así, el Estado democrático, las elecciones y el sufragio se convierten en patrimonio mundial indispensable, del que son titulares los ciudadanos y pueblos. Frente a las infracciones cometidas por los poderes públicos y los órganos electorales, las decisiones de las altas cortes (tribunales y cortes internacionales) formaron una jurisprudencia común en red constitucional para la tutela del sufragio y de otros derechos y libertades fundamentales, en comunicación y diálogo multinivel, constante entre sí y con alcance global o universal.


    En este verdadero régimen político, la «democracia representativa», caracterizada por la libre elección de los ciudadanos a sus gobernantes y representantes, es la opción preferente escogida por la voluntad constituyente del pueblo peruano, como lo proclamaron los pueblos de los Estados americanos en la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y su Asamblea General en la Carta Democrática Interamericana, lo que reconoce la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)1.


    Para explicar el sufragio y las elecciones en el Estado democrático-representativo, hay un conjunto de componentes que son necesarios, como la aplicación de las «teorías constitucionales» acorde a su condición de derecho fundamental y la «fundamentación cultural» de los principios y valores materiales que le dan sentido, además de ayudar a precisar y explicar las «facultades» o «atributos» que tienen y las condiciones positivas y negativas de ejercicio que forman parte de su «contenido constitucional» y que deben ser desplegadas por el legislador para su conformación y limitación proporcionada a la hora que los órganos electorales, a través de procesos y sistemas idóneos, hagan efectivos los actos relacionados a la elección y recaben la voluntad popular manifestada al ejercer el voto.


    Asimismo, la Constitución incorpora y la ley regula otros derechos políticos, como la iniciativa legislativa popular, el referéndum, la revocación de autoridades y la demanda de rendición de cuentas, destinados a lograr una mayor participación de los ciudadanos en los asuntos públicos (arts. 2, num. 17, y 31), a través de instituciones de democracia participativa y directa, así como medios de control ciudadano que, sin ser alternativas ni complementos, abren nuevas vías de participación política en los asuntos públicos que involucran y comprometen de forma activaa los ciudadanos en la adopción de las decisiones públicas.


    Por último, los órganos electorales, como instituciones claves del Estado democrático, tienen por finalidad que los procesos electorales traduzcan la expresión auténtica, libre y espontánea de los ciudadanos y que sus resultados sean el reflejo exacto y oportuno de la voluntad de los electores. La diversidad de modelos de órganos electorales refleja una pluralidad en los tipos de órganos y de control electoral como países existen, además de la importancia que tienen para que, de distintas maneras, se pueda conseguir procesos electorales auténticos, libres y justos, acorde a la realidad de cada país y la confianza de los pueblos, así como los recursos disponibles.


    Además, los sistemas electorales son técnicas por las que se comienza a poner en práctica la representación política, al elegirse a las autoridades y los representantes a partir de la voluntad de los representados, expresada en el sufragio mediante la conversión de los votos ciudadanos en los puestos o escaños; sin embargo, los principios de representación mayoritario y proporcional —y los elementos que se incorporen— originan variados sistemas electorales mayoritarios, proporcionales, combinados y corregidos, lo que produce diferentes efectos que traducen la voluntad popular con resultados distintos, pero sujetos a las reglas legales aprobadas previamente para los procesos electorales.


    


    

      

        1	Sentencia de la CIDH del 6 de agosto de 2008, caso Castañeda Gutman vs. México, párr. 141.


      


    


  




  

    Capítulo 1
Teoría constitucional y fundamentación del sufragio


    La aplicación de la teoría constitucional de los derechos fundamentales y la fundamentación cultural a través de los principios y valores fundantes son indispensables para concretar el contenido del derecho al sufragio, las facultades que le dan sentido y las condiciones positivas y negativas de ejercicio. Ello porque el legislador, al conformar y delimitar el derecho de manera razonable, así como el accionar de los demás poderes públicos, están obligados a respetar su contenido constitucional, de manera que los órganos y sistemas electorales los hagan efectivos cuando lleven a cabo las elecciones y consultas populares y reflejen la voluntad auténtica y libre de los ciudadanos.


    Una teoría constitucional fundante, basada en los principios y valores democráticos, compartida por todos los actores y órganos electorales, es de importancia vital porque sirve para evitar la comedia en la que los regímenes antidemocráticos convirtieron a las elecciones y consultas populares en los siglos pasados mediante la usurpación del ejercicio del poder, al derrocar a los gobernantes y representantes elegidos popularmente, además de la manipulación de los procesos y resultados electorales al servicio de las dictaduras militares y civiles y los grupos de poder (Paniagua Corazao, 2003, p. 63).


    1.	La teoría constitucional del derecho fundamental al sufragio


    La teoría institucional aplicada al derecho fundamental del sufragio nos hace comprender el «doble carácter dimensional» que tiene, lo que pone fin a la vieja polémica que entre su naturaleza de función pública o de derecho personal, no en términos antagónicos o excluyentes, sino cubiertos bajo el mismo derecho.


    Así, debemos mencionar antes que, por un lado, el sufragio como función, derivado de la teoría de la soberanía de la nación, postulaba que era una función pública cumplida por los ciudadanos destinada a expresar la voluntad soberana de aquella por la imposibilidad de manifestarse por sí misma; y, por otro, la teoría del sufragio como derecho, proveniente de la doctrina de la soberanía popular, afirmaba que es un derecho personal de cada ciudadano, que se deriva de su condición inherente como tal, por lo que, con carácter universal, forma democráticamente la voluntad popular del Estado (Arcos Ramírez, 2009, pp. 293-295; Gálvez Muñoz, 2013, pp. 1308 y 1309).


    El sufragio, como derecho fundamental, admite tener una dualidad en su naturaleza: una subjetiva o individual, referida a su dimensión de derecho personal o privado; y una objetiva o institucional a su dimensión de función público-democrática, como facetas subjetiva y objetiva que deben guardar equilibrio para no suprimir a la otra (Häberle, 1997, pp. 187-194).


    Resulta perjudicial la funcionalización excesiva del sufragio mediante la imposición del voto obligatorio, porque suprime la libertad personal inherente a un derecho subjetivo, que debe entenderse no solo en la opción de escoger entre una u otra candidatura, sino en la autodeterminación política de los ciudadanos, extendida también al mismo hecho de emitir o no el sufragio, por lo que se configura un verdadero derecho facultativo y no una obligación coactiva, lo que sugiere la supresión de la obligatoriedad del voto (Aragón Reyes & Matía Portilla, 2019b, pp. 225-226; Presno Linera, 2003, pp. 209-211).


    Por ello, se configura como un derecho subjetivo individual, de gran importancia para el completo desarrollo de la libertad y la dignidad de la persona, y como un principio objetivo valioso para la comunidad por cumplir una función legitimadora imprescindible para el funcionamiento de la democracia, ya que el sufragio hace posible la participación del pueblo —lo que incluye a las minorías— en el ejercicio del poder. Esta es la esencia de la democracia, pues los ciudadanos, con su voto, deciden de forma directa los asuntos públicos que se les plantea y eligen a los representantes que van a decidirlos en nombre de ellos, o son elegidos como representantes de la nación (Gálvez Muñoz, 2013, pp. 1309-1310).


    Si bien se trata de derechos individuales, los ciudadanos ejercen sus facultades individuales de modo colectivo o en conjunto con otros ciudadanos, a través de organizaciones políticas —como partidos, movimientos o alianzas— que expresan el pluralismo político y concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular a través de los procesos electorales al presentar a los candidatos a ser elegidos en los cargos públicos, que pueden ser ellos u otros que cuenten con respaldo popular.


    Aquí el sufragio admite una comprensión en sentido «democrático-funcional», por lo que su esfera no es una barrera que separe al individuo del Estado, tampoco supone un ámbito extraestatal de libertad, sino al citoyen que está unido y vive en el Estado y tiene un status activae civitatis, mediante factores integradores del procedimiento de producción democrática de la voluntad del Estado, que transcurre de abajo hacia arriba (Smend, 1985, p. 258; Schmitt, 2011, pp. 229-230; Böckenförde, 1993, p. 60). Cuando se habla del sufragio, está en juego el mismo funcionamiento del Estado democrático en su centro neurálgico: la «formación de la voluntad estatal» (García Roca, 1999, pp. 103-105).


    Esto no significa que se olvide la dimensión personal o privada de los derechos cuando adquiera relevancia su dimensión público-democrática; porque, si de forma indudable el hombre no vive solo de democracia, sus libertades no deben ser instrumentalizadas exclusivamente al servicio de ella, sino que sus libertades per se cumplen desde luego una función democrática (Häberle, 2004, pp. 85-86).


    Gracias a este doble componente, el derecho fundamental al sufragio aparece como un derecho subjetivo tradicional frente a los poderes públicos y como norma objetiva que expresa un contenido axiológico cuyo efecto de irradiación incide en todos los ámbitos del derecho: el derecho constitucional y el derecho ordinario en lo electoral, el procesal, el administrativo, el penal, etc.; además, afecta a las tres funciones típicas del Estado: legislativa, judicial y ejecutiva o administrativa, así como a una cuarta: la electoral, que lleva a cabo su ejercicio libre.


    Ello también pone de relieve la actitud del Estado hacia él mismo, como derecho mixto: de libertad y de prestación. Sobre el primero, necesita la abstención del Estado para permitir la libertad del voto de los ciudadanos y la actuación de las fuerzas políticas; pero, en relación al segundo, requiere de las acciones estatales para organizar los procesos electorales y garantizar la igualdad de los competidores y otros derechos (Gálvez Muñoz, 2013, p. 1312).


    Para su protección, en sentido «garantista-procesal», al contenido constitucional del derecho al sufragio le acompañan «medios de defensa» y «recursos impugnatorios» en los procesos llevados a cabo por los órganos electorales y estatales en general, así como «vías reaccionales» de tutela jurisdiccional del mismo por los tribunales independientes para que sean realizados y cumplidos efectivamente en los supuestos en que sea vulnerado. En tal sentido, la «tutela judicial» y el «debido proceso» quedan incorporados al núcleo duro del derecho fundamental al sufragio como parte del status activus processualis (Alexy, 2014, p. 421; Landa, 2007, p. 561).


    En sentido limitado al acceso a los cargos de elección popular, significa que el sufragio, por una parte, actúa como un derecho subjetivo fundamental que reconoce a los ciudadanos la facultad de participar mediante el voto en la elección de los gobernantes y representantes; asimismo, como candidatos, la facultad de ser elegidos y acceder a tales cargos públicos representativos a través de elecciones libres, periódicas y por sufragio universal. Por otro lado, como elemento objetivo medular para el funcionamiento del sistema democrático, supone una garantía de la participación de los ciudadanos y de las minorías para intervenir en los asuntos públicos a través de sus representantes libremente elegidos, al proteger la posición que adquieren estos por la voluntad popular, para lo que se dilata el contenido del derecho hasta incluir el derecho a la permanencia en el cargo, así como al ejercicio o desempeño efectivo de las facultades del ius in officium del mismo (Martín Núñez, 1996, pp. 72-74).


    2.	La fundamentación cultural del sufragio


    Las normas constitucionales que reconocen los derechos fundamentales de los ciudadanos son fórmulas abiertas que incorporan un sistema cultural de «valores materiales», de alcance global o mundial, que dan legitimidad al Estado democrático y hacen que la Constitución, basada en los derechos fundamentales de las personas y el control del poder del Estado, tenga «eficacia integradora» alrededor de estos valores compartidos por los ciudadanos en vida social (Smend, 1985, pp. 62-64, 168, 198 y 230-233; Häberle, 2000, pp. 30-31 y 34-37; Lucas Verdú, 1987, pp. 78-84 y 260-262).


    La CIDH afirmó que los derechos políticos presentes en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos son importantes dentro del sistema interamericano y se relacionan con otros derechos consagrados por la convención, como las libertades de expresión, reunión y asociación, que en su conjunto hacen posible el juego democrático. Además, estos derechos propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político, así como la democracia representativa como principio reafirmado por los Estados en la carta de la OEA, además de constituir un instrumento fundamental y determinante en todo el sistema del que la convención es parte2.


    En este sentido, los principios y bienes objetivos y materiales de la «participación ciudadana», la «representación política» y el «respeto a las minorías opositoras» afirman y fundamentan, como soporte cultural, la configuración constitucional de los derechos políticos de los ciudadanos en el Estado democrático (Rubio Llorente, 2012, pp. 612-642; De Vega, 1985, pp. 26-36; García Roca, 1999, pp. 56-57 y 189-191; Torres Muro, 1998, pp. 259-261; Fossas Espadaler, 1993, pp. 53-80). La fundamentación cultural, a través de estos principios fundantes, resulta indispensable para que las acciones del Estado y del legislador hagan efectivo el derecho al sufragio y concreten sus facultades y los medios de participación política, así como las condiciones positivas y negativas para su libre ejercicio.


    Estos valores irradian la vinculación a este tipo de derechos de los poderes públicos (órganos electorales, mayorías parlamentarias y gobierno) en todo tipo de procedimientos referidos a estos derechos y la tutela procesal por los tribunales independientes en el supuesto de infracción, así como su eficacia frente a privados (partidos políticos, grupos parlamentarios y de presión y particulares).


    Cuando los detentadores de los poderes públicos actuaron al margen de los valores democráticos, constituyeron dictaduras militares y civiles a través de golpes de Estado y fraudes electorales, por los que tomaron y usurparon de forma ilícita el poder del Estado y manipularon los procesos y resultados electorales. En estos regímenes antidemocráticos, la participación ciudadana, los representantes elegidos de manera popular y las minorías opositoras fueron apartadas del procedimiento de formación de la voluntad del Estado y las decisiones de los asuntos públicos fueron el resultado de la voluntad caprichosa de los gobernantes de facto para su beneficio exclusivo, no del interés de la nación en su conjunto.


    3.	La participación ciudadana


    Como principio fundamental, la «participación ciudadana» en la vida política se concreta en los procesos electorales y consultas populares; asimismo, en el ejercicio del derecho de sufragio, que comprende un haz de facultades que convierte a sus titulares, por el status activae civitatis que tienen, en sujetos activos en la formación de la voluntad estatal (Alexy, 2014, pp. 231-232; Pérez Luño, 2010, p. 60)3.


    La participación política supone la facultad de todo ciudadano de intervenir en el proceso de adopción de las decisiones políticas de la comunidad referentes a los asuntos públicos, abriendo la composición de los órganos del Estado y la formación de la voluntad de los mismos a la participación de los ciudadanos por sí mismos o mediante la actuación de los representantes libremente elegidos por ellos (Fossas Espadaler, 1993, p. 54; Caamaño Domínguez, 1992, p. 138)4. El sufragio forma parte de las llamadas reiteradas que hace la Constitución a la participación del individuo en los diversos ámbitos de la convivencia política, económica, social y cultural (Aguiar de Luque & González Ayala, 1997, p. 649).


    A diferencia de la función meramente legitimadora que tenía en la etapa liberal, en el sistema democrático, la posibilidad que tienen los individuos de participar en el ejercicio del poder sirve para canalizar las expectativas políticas de la comunidad hacía el Estado, así como autodeterminarse y decidir el sentido de su orientación política. En este sistema, la participación se convierte en un derecho y un poder reconocido por el ordenamiento a los individuos para que intervengan en la voluntad estatal y en la formación de las normas jurídicas en las que se expresa, ya sea de manera directa o por medio de representantes elegidos libremente en elecciones periódicas por sufragio universal (Presno Linera, 2003, pp. 106-107 y 113).


    La participación no actúa solo como derecho asociado al sufragio, sino que se presenta como un principio o valor relevante para la sociedad y el Estado. Así, la participación política de los ciudadanos como derecho se ejerce y concluye con el acto de la elección; sin embargo, a partir de allí, nace como principio o valor que informa plural y democráticamente la posición del representante una vez elegido frente a los actos de poder del gobierno y la mayoría, dado que instrumentaliza el derecho de los ciudadanos a estar representados y, por tanto, presentes en el proceso político (Caamaño Domínguez, 1992, p. 138).


    Cuando un golpe de Estado se produce, los dictadores usurpan el poder al margen de los procedimientos constitucionales y derrocan a los gobernantes y representantes elegidos de manera democrática. Al hacerlo, privan a los ciudadanos de la participación en los asuntos públicos a través de las personas elegidas por ellos para asumir el ejercicio legítimo del poder del Estado, además de apartar, en definitiva, al pueblo del procedimiento de formación de la voluntad del Estado y de producción de las normas jurídicas.


    4.	La representación política


    4.1.	Su sentido y la relación de representación política


    Como la voluntad general de la nación para lograr el bien común no existe, es abstracta y en realidad hay opiniones divergentes y no acuerdos unánimes previos, la «representación política» es el «instrumento de mediación» que aporta la manera adecuada para que exista y adquiera realidad a través de la actuación de las personas concretas de los representantes, quienes garantizan la plena efectividad de la participación política de los ciudadanos en la formación de la voluntad del Estado (Garrorena Morales, 1991, p. 24; De Vega, 1985, p. 29).


    Como la participación política no se limita ni agota en el acto de votar, sino que se proyecta durante el período del mandato para el que fueron elegidos, se articula una «relación de representación» que empieza allí y se prolonga uniendo a los representantes y los representados, por la que se autoriza o legitima a cada representante a actuar en lugar y en el interés de los representados para construir y formar democráticamente la voluntad estatal y adoptar las decisiones referentes a los asuntos públicos (Presno Linera, 2003, p. 113; Pulido Quecedo, 1992, p. 338; García Roca, 1999, pp. 56-57).


    Para la CIDH, los ciudadanos deben elegir de manera libre y en condiciones de igualdad a quienes los representarán en la toma de decisiones de los asuntos públicos5 y el representante así elegido debe poder tener la oportunidad real de ejercer sus derechos políticos, adoptándose medidas efectivas para garantizar las condiciones necesarias para su pleno ejercicio6.


    Los golpes de Estado producen la interrupción violenta del orden constitucional y la ruptura de la relación de representación política que unía a los representantes con los representados en virtud de la elección; de esta manera, las dictaduras militares y civiles, al usurpar el poder, privan a los representantes electos de forma democrática de la oportunidad real de ejercer los cargos y funciones representativas para los que fueron elegidos por el pueblo.


    Los presidentes (elegidos democráticamente) José Luis Bustamante y Rivero (en 1945) y Fernando Belaúnde Terry (en 1968), así como los representantes de los congresos electos, fueron derrocados y cerrados por los golpes militares de los generales Manuel Odría (en 1948) y Juan Velasco Alvarado (en 1968), respectivamente. Los diputados y senadores elegidos en democracia para integrar la Cámara de Diputados y el Senado, correspondientes al Congreso del período 1990-1995, de igual manera fueron destituidos por la disolución y cierre del Congreso realizado al margen de la Constitución por el presidente Alberto Fujimori, el 5 de abril de 1992.


    4.2.	El mandato representativo y la prohibición del mandato imperativo


    La representación política no se entiende sujeta a los parámetros del mandato imperativo de los cuadernos de instrucciones propios del régimen medieval basado en el contrato privado de mandato, ni del mandato de partido inherente a la idea del Estado de partidos, sino que se articula y construye sobre la «noción burkeana» de la representación libre e independiente que asegure al representante estar en las condiciones adecuadas de autonomía para buscar el interés del conjunto de la nación, más no obligarlo a obedecer los deseos y opiniones de los electores, como tampoco permitir que satisfaga sus intereses personales o partidarios si la independencia fuera mal interpretada como absoluta (Burke, 2008, pp. 90-91).


    En la democracia representativa, los fundamentos que justifican la «representación libre e independiente» afirman que el representante debe actuar como un experto al que es mejor dejar solo para que actúe con libertad y resuelva las cuestiones políticas tan complejas fuera de la capacidad de los ciudadanos ordinarios. Además, un país o un distrito electoral no es tan simple para tener una voluntad siempre lista y una opinión sobre cada tema que el representante deba simplemente reflejar y, si debiera acatar la instrucción de los electores de su distrito o de su partido, el acuerdo político llegaría a ser imposible, por lo cual es necesario dejarles espacio para formular las cuestiones, deliberar con otros y llegar a acuerdos y compromisos que deben fundamentar las decisiones (Pitkin, 2014, pp. 186-187).


    Esta concepción que «prohíbe el mandato imperativo» no solo tiene una justificación histórica en el pasado, sino que se actualiza, mediante una interpretación evolutiva y sociológica, para proteger a los parlamentarios frente a los nuevos riesgos y amenazas de diversos grupos y sujetos. En este supuesto, si la prohibición del mandato imperativo se mantiene, es porque ahora es vista ya no como una garantía del mandato libre frente al pueblo, sino como la posibilidad de votar contra las directrices del partido político al que el representante pertenece. Frente a la imposición de las instrucciones de sus líderes, la prohibición del mandato imperativo asegura un derecho de libertad y autonomía a favor del representante, el cual sirve de garantía constitucional frente a los abusos e injerencias indebidas por parte de los partidos (García Roca, 2009, pp. 48-49; Manzella, 1991, pp. 17-18; Presno Linera, 1999, p. 9).


    Si bien el representante tiene capacidad de juicio y acción libre e independiente por la prohibición constitucional del mandato imperativo en relación a los electores, la representación significa actuar en interés de los representados de manera «sensible» a ellos, «receptiva» y «próxima» a ellos, no en conflicto. Se trata de superar la antinomia de las posiciones extremas —libertad absoluta del representante (mandato libre) y representación sujeta a instrucciones (mandato imperativo)— a través de una idea o posición intermedia, que implica la sensibilidad que deben tener los representantes para estar próximos, tener la capacidad de percibir y asumir los deseos e intereses de los representados, además de dar respuestas adecuadas que atiendan a ellos o justificadamente apartarse de los mismos (Pitkin, 2014, p. 265; Böckenförde, 2000, p. 150; Rosanvallon, 2010, pp. 233-235).


    La actuación independiente del representante, no vinculado por directivas o instrucciones, queda autolimitada por ciertas condiciones en relación a sus representados, que influyen sobre las decisiones y acciones que toma. Como están autorizados para decidir con libertad pero no arbitrariamente, dicha libertad se complementa con la «responsabilidad» que tienen frente a los representados, al estar obligados a actuar en su interés, que se manifiesta en «elecciones libres y periódicas» por las que se renueva el dominio del pueblo sobre ellos (Manin, 2010, pp. 201-236).


    El carácter periódico que tienen las elecciones en el Estado democrático-representativo permite a los votantes influir en las decisiones de sus representantes, al proporcionarles un incentivo clave para que tengan en cuenta a sus opiniones. La razón más poderosa es que los cambios de la opinión pública pueden prefigurar los resultados de las elecciones siguientes. Si bien es cierto que, en la relación de representación, los representantes gozan de un alto grado de autonomía, están sometidos al juicio que sobre el desempeño de su actividad se realiza, sobre todo por medio de elecciones libres, por las que el pueblo hace efectiva su responsabilidad política (Manin, 2010, p. 215; García Guitián, 2009, p. 32).


    5.	El respeto a las minorías opositoras


    El carácter democrático-representativo del Estado de derecho significa que, a través de la participación ciudadana y la representación política, los ciudadanos y las minorías prolongan de forma mediata su derecho de participación política a través de los representantes individuales y de sus grupos que designan en las elecciones, con los que instauran la relación de representación entre los representantes y los representados después de las elecciones (Caamaño Domínguez, 1992, p. 138; Arruego Rodríguez, 2005, pp. 187-188).


    En tal sentido, los «representantes individualmente considerados» y los «grupos minoritarios en general y de oposición política», como mediadores de la participación ciudadana, deben tener acceso a los cargos públicos representativos y contar con un conjunto de atribuciones y facultades inherentes a los mismos, para contribuir a hacerla efectiva, formar la voluntad estatal y efectuar el control político del gobierno, sin que estas puedan ser obstaculizadas ni suprimidas por los abusos que pudieran cometer los órganos parlamentarios, las mayorías y los grupos políticos de los que forman parte.


    Los representantes de los ciudadanos se constituyen en el vehículo para hacer llegar la opinión del pueblo y de los diversos grupos sociales a los distintos niveles de gobierno y de representación del Estado, así como para controlar al gobierno y las mayorías en una verdadera lucha política a fin de garantizar el Estado de derecho y la separación de poderes. En este contexto, el acceso, las acciones y las iniciativas de los representantes y los grupos minoritarios de oposición deben facilitarse y protegerse frente a los abusos que pudieran cometer las mayorías para frustrarlas e impedir su participación en el proceso político (De Vergottini, 1979, p. 10; Sánchez Navarro, 1997, p. 40; Torres Muro, 1998, pp. 259-261).


    Por ello, el respeto de los derechos de las minorías se convierte en un «elemento fundamental del régimen democrático», como portadores de los intereses de grupos significativos que hacen efectivo el derecho a la participación política del pueblo por formar parte del mismo (Torres Muro, 1998, p. 260).


    En los regímenes antidemocráticos, las dictaduras militares y civiles reprimen a las minorías opositoras, no atienden a los intereses que representan ni permiten sus críticas, e impiden por lo general que participen en el proceso político, con el propósito de perpetuarse en el poder y utilizarlo en beneficio exclusivo de los gobernantes de facto. Después del golpe de estado de 1948, la dictadura militar presidida por el general Manuel Odría persiguió a los dirigentes de los partidos aprista y comunista: unos fueron puestos en cárcel y otros fueron expulsados y salieron del país en asilo político. La dictadura militar del general Juan Velasco, que se instauró en 1968, persiguió y deportó a los dirigentes políticos y periodistas de oposición; luego del golpe de Alberto Fujimori que disolvió y cerró en 1992 las cámaras de diputados y de senadores, se puso bajo arresto domiciliario a los presidentes de ambas cámaras y se impidió las manifestaciones de los diputados y senadores electos.


    Para la CIDH, las voces de la oposición son imprescindibles para una sociedad democrática y sin las mismas no es posible celebrar acuerdos que atiendan a las diferentes visiones que existen en una sociedad, por lo que la participación de personas y grupos de oposición en una sociedad democrática debe garantizarla los Estados a través de normas y prácticas que hagan posible el acceso real y efectivo a los espacios de deliberación en condiciones de igualdad; asimismo, también mediante la adopción de medidas necesarias que garanticen su ejercicio pleno, atendiendo a la situación de vulnerabilidad de ciertos sectores o grupos sociales7.


    Para el Tribunal Constitucional peruano, en el Estado constitucional, el Parlamento tiene el deber de buscar el consenso en el procedimiento de formación de las leyes para lograr el bienestar general de la nación, mientras que la mayoría parlamentaria no debe abusar de la regla de la mayoría para imponer sus decisiones, sino que debe actuar con pleno respeto de los derechos y del punto de vista de las minorías parlamentarias mediante la deliberación y debate de los argumentos en todos los ámbitos de la actividad legislativa: comisiones especializadas, comisión permanente y pleno, entre otros8.
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